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S-2022        
Procedimiento: Ordinario 
Demandante: Luis Horacio Montoya Montoya 
Demandada: Fundación Hospitalaria San Vicente de Paul 
Radicado:       05001 31 03 002 2013 00832 01 
Asunto:                     Confirma sentencia de primera instancia 

   
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 
Medellín, quince (15) de febrero del dos mil veintidós (2022). 

 

La Sala emite la providencia que resuelve el recurso de apelación 

interpuesto por las partes de la lid, contra la sentencia proferida por el Juez Cuarto 

Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, el pasado trece (13) de marzo de 

2015, en el proceso de la referencia, promovido por Luis Horacio Montoya Montoya 

en contra de la Fundación Hospitalaria San Vicente de Paúl. Labor jurisdiccional 

que se acomete en el siguiente orden, 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. El actor presentó demanda con pretensión declarativa de responsabilidad civil 

contractual, para que, a través del rito procesal ordinario, la entidad hospitalaria 

demandada fuera condenada a pagar los perjuicios ocasionados al señor Luis 

Horacio Montoya Montoya, a raíz de una luxación de rodilla que ocurrió durante su 

hospitalización por un accidente cerebro vascular (ACV). Conforme lo anterior, 

solicitó que la demandada fuera condenada al pago de $120.000.000, a razón de: 

i) $50.000.000,00 por daños a la vida de relación y, ii) $70.000.000,00 por daño 

moral. 

 

2. Fundamentos Fácticos. Los hechos se sintetizan de la siguiente manera:  

 

2.1. Que el 11 de noviembre del año 2012, el señor Luis Horacio Montoya Montoya 

ingresó a urgencias de la Entidad Hospitalaria demandada, remitido desde el 

municipio de Guarne, debido a que sufrió un accidente Cerebro Vascular. 

 

2.2. Que, al momento de su ingreso a las instalaciones del hospital demandado, se 

le realizó examen físico por regiones, esto es, en la cabeza, el cuello, tórax, 

abdomen, pelvis, sistema muscular y se concluyó que esto se encontraban en 
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condiciones normales, salvo el sistema nervioso que se 

encontraba funcionando mal. 

 

2.3. Luego de ser atendido de forma intrahospitalaria por la especialidad de 

neurología para la patología por la cual ingresó, ocurre que el 13 de diciembre de 

2012 la Dra. Valderrama, sin mediar ningún tipo de antecedente y apartándose del 

tratamiento normal del accidente Cerebro Vascular, sorpresivamente, ordenó una 

valoración por ortopedia para tratar una posible artrocentesis de Rodilla derecha. 

 

2.4. Que no existía ningún tipo de antecedente o tratamiento relacionado con la 

rodilla derecha y en el examen físico que se le hizo a su ingreso este no presentaba 

ningún tipo de lesión en esa zona del cuerpo. 

 

2.5. Que, a partir de la fecha indicada, comenzó un tratamiento en esa rodilla con 

un diagnóstico de luxación de rodilla derecha, con un pronóstico de mala 

recuperación de la marcha, debido a la lesión sufrida. 

 

2.6. Dedujo, entonces, es claro que el hospital demandado, los médicos tratantes, 

paraclínicos, personal de imagenología que estaba al servicio del hospital, faltaron 

todos al deber de cuidado del demandante, lo que trajo consigo la lesión en su 

rodilla derecha, acaecida durante su hospitalización. 

 

2.7. Agregó, que cuando un paciente sufre un accidente cerebro vascular, surgen 

una gran variedad de consecuencias, como lo son pérdida del lenguaje, pérdida 

del conocimiento, dificultad para caminar, pero en ningún momento esto genera 

una luxación de rodilla tan grave como la que sufrió el paciente, lo que traduce que 

no tuvieron la debida precaución con él y por descuido permitieron la lesión física 

en la rodilla. 

 

2.8. Que, a raíz de lo anterior, se vio perjudicado moralmente, por el sufrimiento 

que tuvo que padecer en la instalación hospitalaria, ya que está reducido en su 

lecho, se moviliza con ayuda de una silla de ruedas y depende de terceros para 

ayudas cotidianas de su vida, lo que ha traído consigo impotencia y angustia de 

pasar por una situación como la aquí ocurrida. 
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3. Actuación procesal. El Juzgado Segundo Civil del Circuito de 

Medellín admitió la demanda mediante providencia del 10 de octubre de 2013, 

luego de que el actor subsanara los requisitos exigidos mediante auto del 24 de 

septiembre de esa anualidad. 

 

4. Contestación a la demanda. El hospital demandado llegó al proceso 

oponiéndose a las pretensiones de la demanda, pues, aunque reconoció la 

atención en urgencias brindada al señor Montoya, no obstante, destacó el deterioro 

neurológico con el que ingresó el paciente, para lo cual, requirió de múltiples 

tratamientos y traslados, todo lo cual se efectuó con personal idóneo para ello. 

Advierte, que las notas de enfermería indican que, a pesar de todos los cuidados, 

el paciente empezó a presentar edema en rodilla derecha, siendo esa la razón para 

que la doctora Valderrama considerara su atención por la especialidad de 

ortopedia. Indica, que el paciente desde el 08 de diciembre de 2012 presentaba 

antecedentes relacionados con la rodilla, por lo que no es cierto que se trate de 

una desviación del tratamiento del paciente o que se haya lesionado dentro de las 

instalaciones. 

 

Agregó, que no existió falta de cuidado, descuido, ni falta de pericia en el 

tratamiento del paciente. Que el señor Montoya desde su ingreso a la Clínica tenía 

un mal pronóstico. Seguidamente, formuló las excepciones que se dio en llamar: i) 

ausencia de culpa y, ii) tasación excesiva de perjuicios. 

 

5. La sentencia apelada. Fenecido el trámite del proceso previsto en el C. de P. 

C., incluido la práctica de pruebas, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 

Descongestión de Medellín, a donde fue dirigido el expediente en virtud de las 

medidas de descongestión implementadas por el Consejo Superior de la 

Judicatura, profirió sentencia el pasado 13 de marzo de 2015, en donde declaró 

civilmente responsable a la Fundación Hospitalaria San Vicente de Paúl, por los 

daños causados por la lesión de rodilla que fue ocasionada dentro del término de 

hospitalización.  

 

Lo anterior, no sin antes declarar probada la excepción denominada excesiva 

tasación de perjuicios, condenando a aquella entidad a pagar al demandante la 

suma equivalente a 10 smlmv por concepto de daño moral y 10 smlmv por concepto 

de daño a la vida de relación. 
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En tal dirección, al retomar el contenido de la providencia 

impugnada que acogió parcialmente las pretensiones del libelo introductorio del 

proceso, se acentúa que el argumento cardinal del juez a quo radicó en que -de 

cara a lo manifestado por los médicos tratantes en su declaración-, de manera 

inesperada se ordenó una revisión del paciente por ortopedia, sin que pudiera 

relacionarse con un evento adverso al accidente cerebro vascular, por lo que 

advirtió, entonces, el funcionario, que “…i) a la parte demandante le asiste razón 

en cuanto a que el tratamiento por ortopedia del señor Montoya fue sorpresivo; ii) 

no existe reporte de evento adverso que pudiera desencadenar el edema de rodilla 

y posterior luxación; iii) por dicho del propio personal médico el ACV no suele 

causar ese tipo de lesiones de rodilla; y iv) antes que el paciente fuere ingresado 

a las instalaciones de la demandada, no presentaba la luxación de rodilla que 

efectivamente presentó en el término de hospitalización, pues el supuesto 

acortamiento de su extremidad no fue mencionada como influyente de manera 

causal en el resultado…” 

 

Frente a la acreditación del daño, estimó el a quo como evidente el padecimiento 

de un perjuicio moral, pues, a pesar de sus lesiones cerebrales, los médicos 

tratantes lo describen como alerta, capaz de seguir órdenes sencillas, por lo que: 

“…de manera clara la imposibilidad de recuperar su facultad para caminar que por 

sí era difícil dado el ACV, le causó un gran deterioro en su salud mental al enterarse 

que su pronóstico empeoraba por la luxación de rodilla…”. Ya frente al daño a la 

vida de relación elucubró que: “…el señor Montoya tenía la posibilidad de mover 

su pierna derecha antes de ingresar a las instalaciones de la demandada y ello 

permitía cierto goce incluso dentro de su padecimiento cerebral, siendo, en todo 

caso privado de esa facilidad cotidiana con la que el ser humano puede hacer uso 

de sus extremidades para hacer más fácil su vida…” 

 

6. El recurso de apelación. Ambas partes recurrieron la sentencia: 

 

6.1. Apelación del hospital San Vicente de Paul. La entidad hospitalaria 

demandada centró su inconformidad en que desde su ingreso al hospital, el 

paciente presentaba inconvenientes con la movilidad, citando apartes de las 

anotaciones de la historia clínica, en la cual se alude al deterioro neurológico 

originado en el grave evento cerebro vascular que sufrió el paciente, para indicar 

que de ahí devienen las graves secuelas y eventos depresivos del mismo y no de 
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la luxación de rodilla, para concluir, entre otras cosas, que no se 

encuentra probado un mal procedimiento o mala atención o descuido por el 

personal que atendió al señor Luis Horacio Montoya. 

 

Cita textualmente las declaraciones del ortopedista, neuróloga, fisioterapeuta y 

auxiliar de enfermería, para que se observe que el paciente era totalmente 

dependiente, condición con la cual ingresó, misma que no ocurrió por la atención 

brindada en el Hospital, en donde se le brindó toda la atención interdisciplinaria de 

las especialidades que requirió el paciente. 

 

6.2. Apelación del demandante. Por su parte, el actor reclama motivación de la 

sentencia frente al reconocimiento de perjuicios, pues, en su sentir, el Despacho 

no concedió la totalidad de las pretensiones en el monto pedido y no da las razones 

del ¿por qué negó el reconocimiento de esas sumas de dinero? Agrega, que “…si 

para el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, quedó 

claramente demostrado que la entidad demandada era culpable, no se entiende 

por qué tanta diferencia en los perjuicios solicitados con la demanda con los 

estimados por el Despacho…”  

 

Que con la condena emitida por el a quo, no alcanza ni siquiera a cubrir todo lo 

que han tenido que sufragar sus familiares en su manutención, alimentación 

médicos enfermera, medicinas y desplazamientos. 

 

Solicitó, entonces, reformar la sentencia en el sentido de modificar las sumas 

tasadas por concepto de perjuicios morales y daño a la vida de relación y que se 

tengan en cuenta los tasados en el escrito de demanda.  

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la decisión 

recurrida y las razones de disenso que sustentan la alzada, procede la Sala a 

desatar el recurso con fundamento en las siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Los presupuestos procesales. Encuentra la Sala satisfechos los requisitos o 

presupuestos procesales para que pueda abordarse el estudio de la apelación 

interpuesta por la parte demandada, de igual manera, no se observa que en el 
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transcurso del proceso se haya irrumpido en alguna causal de 

nulidad, además, se les ha permitido a los apoderados de las partes exponer las 

razones que los llevan a sustentar su tesis dentro del término de sustentación y 

traslado del recurso de apelación. 

 

1.1. Sobre el procedimiento. Conviene advertir de manera preliminar que con la 

entrada en vigencia del C. G. del P., se le dio paso a la aplicación de una 

ultractividad excepcional a las normas derogadas del Código de Procedimiento 

Civil, en cuanto a las actuaciones y diligencias ya iniciadas -art. 625, por tal razón, 

como cuando el C. G. del P. entró en vigencia, ya las partes habían interpuesto el 

recurso de apelación, contra la sentencia que puso fin a la primera instancia, 

notificada por edicto fijado el 19 de marzo de 2015 , es por lo que éste se rige por 

el C. de P. C., en lo que tiene que ver con la resolución de mérito del mismo. 

 

2. Plexo obligacional que surge en el contrato hospitalario. Específicamente 

de la obligación de seguridad. En términos generales, se ha sostenido legal y 

jurisprudencialmente que las Instituciones Prestadoras de Servicios de salud 

habilitadas para el efecto, deben brindar a los pacientes el cuidado que estos 

requieran en materia de prevención, diagnóstico, tratamiento y recuperación de su 

estado de salud. Igualmente, que, como se trata de una actividad altamente 

regulada y que se encuentra sometida a supervisión estatal, las entidades que 

ofrecen dichos servicios quedan sometidas al cumplimiento de deberes de distinta 

naturaleza y alcance, en forma adicional a aquellos que se convengan libremente 

entre los contratantes. 

 

De ahí que la H. Corte Suprema de Justicia, advierta que el plexo obligacional que 

surge del “…acuerdo ajustado entre un establecimiento clínico y el paciente 

está integrado: 1) por las obligaciones explícitamente estipuladas por las partes 

(v. gr. las relacionadas con los servicios de enfermera permanente, custodia y 

vigilancia especial, acompañante, entre otras, que ineludiblemente deben pactarse 

por ellas; 2) por las derivadas de la naturaleza misma del acuerdo y 3) por aquellas 

que por ley le pertenecen, “deberes todos estos que pueden ser de disímil 

temperamento, pues pueden concernir, conforme lo señala autorizada doctrina, 

con: a) el acto médico propiamente dicho, esto es, con la actividad desplegada en 

orden a obtener el alivio o la curación del enfermo mediante la prevención, 

diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de su enfermedad y, de ser el caso la 
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cirugía que se recomiende; b) con ciertos actos de asistencia 

sanitaria de carácter auxiliar (paramédicos), tales como suministrar los 

medicamentos prescriptos, inyectar calmantes, realizar ciertos exámenes, 

controlar signos, etc.; y, finalmente, c) cuando el negocio jurídico envuelve un 

pacto de hospitalización, toda la actividad relativa al aspecto hotelero del 

servicio sanitario que, valga la pena destacarlo, asume un carácter 

marcadamente instrumental en cuanto se endereza a facilitar la asistencia 

médica, y que le impone al deudor, entre otras, las obligaciones de 

proporcionar alojamiento y manutención al enfermo” (casación de 22 de julio 

de 2010). (…) También subrayó esta Corporación en el reseñado fallo que puede 

acontecer que el paciente pacte con el centro sanitario que éste asuma de manera 

integral la ejecución de esas tres especies de actos o, por el contrario, es 

posible que las escindan para encargarle el cumplimiento de los dos últimos, 

mientras que acuerda separadamente con un profesional de su preferencia la 

atención médica propiamente dicha, “hipótesis en la cual, como es apenas obvio 

colegirlo, la responsabilidad civil suele igualmente desdoblarse”.  

 

En ese orden, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha 

delimitado la obligación de seguridad de las entidades hospitalarios en los términos 

que se transcriben a continuación: “…tomar las medidas necesarias para que [su 

co-contratante] no sufra ningún accidente en el curso o con ocasión del 

cumplimiento” del contrato mismo, “imperativo de conducta que en el común de los 

casos, cuando el paciente no ha desempeñado función activa ninguna en la 

producción del daño, constituye una obligación determinada o de resultado, 

mientras que en la hipótesis contraria, o sea cuando ha mediado un papel activo 

de la víctima en el proceso de causación del perjuicio, al establecimiento deudor 

tan sólo le es exigible un quehacer diligente y técnicamente apropiado, deber que 

se estima satisfecho en tanto demuestre que el accidente acaecido no se debió a 

negligencia, imprudencia o impericia de su parte” (Cas. Civ., sentencia de 1º de 

febrero de 1993, expediente No. 3532). 

 

En esa misma línea, en ocasión jurisprudencial posterior, puntualizó al respecto 

que “…suele suceder, así mismo, que aun cuando el mencionado deber de 

seguridad no se encuentre explícita y abiertamente pactado por las partes, deba 

inferirse mediante la cabal interpretación del acuerdo negocial; o puede acontecer, 

igualmente, como ya se dijera, que sea la ley la que lo imponga;  o, en fin, a falta 
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de estipulación contractual o legal, que la misma finque su 

existencia en la naturaleza del contrato ajustado entre ellas, en cuyo caso, este 

debe inferirse del nexo existente entre la  seguridad del contratante o la de sus 

bienes y las obligaciones a cargo del otro” (se subraya); y, adicionalmente, que 

“dentro de las diversas obligaciones (…) de clínicas, hospitales y entidades de 

asistencia médica de similar temperamento, a las cuales el paciente confía el 

cuidado de su persona para efectos de que aquellas cumplan los deberes a 

los cuales se han comprometido, existe la denominada de seguridad” (Cas. 

Civ., sentencia de 18 de octubre de 2005, expediente No. 14491). 

 

2.1. Por consiguiente, el deber seguridad se materializa en la necesidad de evitar 

que el paciente sufra accidentes o eventos traumáticos en el curso de la atención 

médica u hospitalaria y la atribución de responsabilidad se hará obrar dependiendo 

de si las condiciones del paciente le permitían intervenir en la ejecución de ese tipo 

de actos intrahospitalarios, aunque de ello también dependerá la comprobación de 

una causa extraña liberatoria de responsabilidad (v.gr. el hecho de un tercero o el 

hecho exclusivo y determinante de la víctima), ya que, a voces de la Corte Suprema 

de Justicia, la mayoría de esos daños tienen su génesis en circunstancias que, por 

lo general, resultaban previsibles y resistibles para las instituciones de salud, en 

cuyo caso se impondrá la declaratoria de responsabilidad de la administración 

sanitaria y hospitalaria. 

 

3. Planteamiento del caso. Recordemos que, el juez del caso, hizo lugar a las 

súplicas de la demanda y centró su fundamentación en la falta de evidencia clínica 

de que cuando el paciente fue ingresado a las instalaciones del Hospital 

demandado, presentara la luxación de rodilla, misma que sí se encontró en el 

término de la hospitalización, en tanto que, el supuesto acortamiento de su 

extremidad y el propio accidente cerebro vascular, no fueron patologías 

mencionadas como influyentes de manera causal en el resultado.  

 

Precisamente, lo que discute la entidad nosocomial demandada a partir del recurso 

de apelación, es que el factor determinante para la pérdida de movilidad del 

paciente -perjuicio cuya indemnización reclama-, es atribuible únicamente al 

accidente cerebro vascular que sufrió el paciente el 11 de noviembre de 2012, 

enfermedad que, a la postre, lo dejó con cuadriplejia y con un deterioro neurológico 
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progresivo, por modo que sus problemas de movilidad no fueron 

causados por una luxación de rodilla. 

 

De este modo, el recurrente dedica toda su censura a señalar, que el evento 

cerebrovascular que sufrió el paciente fue el desencadenante de su pérdida de 

movilidad, para el efecto, comparte las declaraciones de Johana Patricia 

Valderrama, Francisco Javier Monsalve, Sonia María Valverde Pardo y Nelly 

Patricia Durango Díez, integrantes del grupo interdisciplinario que atendió al 

paciente, a saber, neuróloga, ortopedista, fisioterapeuta y enfermera, 

respectivamente, quienes coinciden en señalar que el paciente presentaba un 

pronóstico neurológico malo, que a raíz del denominado Accidente Cerebro 

Vascular (ACV), mantendría secuelas cognitivas y motoras permanentes y 

requerirá ayuda y supervisión a lo largo de la vida, que no podrá valerse 

enteramente por sí mismo y procurarse manutención, por lo que requiere ayuda de 

su familia y de otras personas para su normal desenvolvimiento. 

 

Sin embargo, la cuestión problemática que debe resolver la Sala es analizar el 

cumplimiento por parte de la entidad hospitalaria de aquellas prestaciones que no 

tienen que ver con el tratamiento de la patología de base, ni con la ejecución 

de las atenciones o del acto médico que le fue suministrado al paciente para 

logar el restablecimiento de su salud, pues, lo que ha puesto en tela de juicio el 

dueño de la pretensión, es el descuido por la falta de cuidado que se le dejó de 

prodigar al paciente al interior del hospital, advirtiendo que la luxación de rodilla 

con la que resultó el señor Luis Horacio Montoya, ocurrió, debido a que el personal 

encargado (camilleros, enfermeras, etc.), no tuvo la debida precaución en un 

paciente especial por su limitación física, esto es, da entender que lo descuidaron.  

 

3.1. La sala no duda que esa atribución de responsabilidad se relaciona con las 

actividades de vigilancia, custodia, cuidado y protección de los pacientes, 

enmarcadas jurídicamente dentro de la obligación de seguridad hospitalaria. Es a 

esta relación jurídica que debemos estar y, dado que, según lo dicho por el mismo 

ortopedista Francisco Javier Monsalve, se trataba de un paciente en posición de 

contractura de las articulaciones y, en cama, que no deambulaba (cfr. fl. 8 cd.3), 

en otras palabras, que no desempeñaba un papel activo en el contrato hospitalario, 

por lo que el caso se encuadra en la hipótesis: “…en las que el paciente confía 

enteramente su cuerpo al centro clínico u hospitalario en el cual se interna o 
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al que encomienda la práctica de diversos exámenes, y para cuya 

realización queda notoriamente reducida su libertad de obrar y, por ende, es 

mínima o nula su intervención activa en los actos que al efecto ejecuta el 

establecimiento, a la vez que los accidentes que entonces ocurran no pueden 

concebirse como acontecimientos cotidianos o frecuentes que conduzcan a 

pensar que, no obstante el diligente empeño del deudor, la seguridad del 

examinado constituya un alea que escapa a su control, de frente a situaciones de 

esta índole, se decía, es preciso inferir que la entidad asistencial asume de manera 

determinada el compromiso de evitar que el paciente sufra cualquier accidente, 

obligación de la cual solamente puede exonerarse demostrando que el 

mismo obedeció a una causa extraña. (…). Por el contrario, ocasiones habrá en 

las que, dada la injerencia activa del usuario en los hechos, o la frecuente 

intervención de sucesos azarosos, la actividad no esté enteramente sometida al 

control de la institución, supuestos estos en los cuales, subsecuentemente, la 

obligación de ésta solamente se concreta en un deber de diligencia y prudencia…”1 

 

3.2. Por consiguiente, los esfuerzos probatorios del recurrente debían ir dirigidos a 

demostrar que los actos de su personal evitaron o mitigaron todo posible daño que 

pudiera ser irrogado al paciente durante el período en que se encuentre sometido 

al cuidado del centro hospitalario, pero lo único pertinente que atina a señalar es 

que: “…no se probó en el proceso, que la luxación de rodilla, se hubiera presentado 

por un mal procedimiento, realizado por el personal que atendió al señor Luis 

Horacio Montoya en el Hospital San Vicente de Paúl…”. Nótese que, de estas 

líneas, en parte alguna se desprende un ejercicio argumentativo que controvierta 

válidamente la decisión del funcionario de primer grado, lo que, en principio daría 

al traste con la viabilidad del estudio del recurso de apelación. 

 

3.3. Pero, haciendo un enorme esfuerzo interpretativo para no hacer nugatorio el 

derecho de defensa del recurrente, hemos de señalar que el motivo por el cual en 

su escrito de apelación comparte las declaraciones de los galenos que atendieron 

al paciente, es porque entiende no solo que, a través de ellos se cumplió, como 

era debido, los servicios de alojamiento, manutención, traslados etc., brindados al 

paciente, sino que, además, el accidente cerebro vascular fue el que afectó una 

función vital de todo ser humano, como vino a ser la locomoción o movilidad, 

                                                           
1 Ib. CSJ sentencia del Civ., sentencia de 18 de octubre de 2005, expediente No. 14491. 
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dejando al enfermo al límite de la postración, pues no puede 

valerse por sí mismo, ni si quiera en su cuidado personal; empero, hace mutis por 

el foro en cuento la luxación de rodilla con que en forma inexplicable resultó el 

paciente estando recluido en dicho nosocomio y nada apuntó sobre los indicios o 

presunciones de que tuvo que haber sido durante su internado que se produjo 

dicha lesión. 

  

3.4. En tal designio, al retomar de forma integral esas declaraciones que sirven de 

puntal a la alzada, la Sala comparte parcialmente la conclusión a la que llegó el 

juez de primera instancia, pues, lo cierto es que las pruebas recaudadas generan 

la convicción de que la entidad hospitalaria falló en la prestación del servicio 

hospitalario que deviene inherente al contrato de prestación del servicio médico, 

ya que, como bien lo entendió el funcionario, el asunto pasa por establecer la 

ocurrencia de lo que se ha catalogado legalmente “…como eventos adversos a las 

lesiones o complicaciones involuntarias que ocurren durante la atención en salud, 

los cuales son más atribuibles a esta que a la enfermedad subyacente y que 

pueden conducir a la muerte, la incapacidad o al deterioro en el estado de 

salud del paciente, a la demora del alta, a la prolongación del tiempo de estancia 

hospitalizado y al incremento de los costos de no-calidad. Por extensión, también 

aplicamos este concepto a situaciones relacionadas con procesos no asistenciales 

que potencialmente pueden incidir en la ocurrencia de las situaciones arriba 

mencionadas…”2 

 

Es lógico que se deba ir más allá de analizar el estado de ingreso y egreso del 

paciente, amén que, la luxación de rodilla por la que fue tratado el señor Montoya 

en la especialidad de ortopedia, según la ciencia médica, son ocasionadas por un 

golpe de gran impacto, por lo que, de haber presentado el paciente dicha lesión al 

ingreso en el hospital demandado, es obvio que por su notoriedad tenía que haber 

sido registrada en la historia clínica, desde ese mismo 11 de noviembre de 2012, 

cuando fue evaluado por primera vez. Por consiguiente, si en el historial clínico no 

quedó consignada la condición “osteomusculoarticular” del paciente Luis Horacio 

Montoya Montoya a su ingreso, luego, el hecho puede interpretarse bajo las 

siguientes hipótesis: i) o, se trata de una omisión en la historia clínica que 

constituye una falta al registro obligatorio de las condiciones de salud del paciente; 

ii) o, se hizo un mal examen de ingreso; iii) o, se trata de una lesión posterior a su 

                                                           
2 Resolución 1446 de 2006 anexo técnico. 
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ingreso el centro hospitalario o, iv) se trata de una secuela propia 

de la patología del paciente, que es lo que dentro de los confusos argumentos del 

recurso de la parte demandada logra desprenderse.  

 

Pero, lo cierto es que la región osteomusculoarticular, que, según la neuróloga 

Johana Patricia Valderrama Zuluaga, “…hace referencia a la exploración física de 

articulaciones, codos, cadera, rodillas…” (cfr. fl.3 cd. 3) sí fue examinada, 

consignándose que se encontraba normal. Luego, entonces, tiene razón el 

accionante en acusar de repentina y sorpresiva la revisión por ortopedia que se 

solicitó desde cuidados intensivos y cuando ya el paciente se hallaba internado en 

el hospital, desconociéndose esas lesiones a su ingreso, por lo que 

necesariamente estamos frente a una lesión intrahospitalaria, accidente que 

ocurrió por descuido de los cuidadores sobre el paciente.  

 

3.5. Tal como lo declaró la neuróloga tratante y se puede observar en el historial 

clínico, el paciente presentó fallas respiratorias graves, secundarias a una 

neumonía y, además, delirium, problemas con la deglución, septicemia, además 

que fue sometido a una traqueostomía percutánea y el mayor tiempo de 

hospitalización estuvo bajo una sedación profunda.  Dichas circunstancias 

permiten inferir que las consecuencias de un Accidente Cerebro Vascular (ACV) 

como el que sufrió el demandante, son precisamente la disminución de las 

capacidades motoras y psíquicas, lo que, según las notas de evolución, generó un 

plan de atención al paciente acorde a su patología, tales como cuidados 

paliativos3, cuidados de escaras sacra y, recomendaciones generales de 

manejo, rubro en el que es razonable incluir, aquellos cuidados derivados del 

estado de la víctima, por ejemplo, inmovilizarlo mecánicamente, ello explica la 

anotación que señala “…permanece sujeto, las auxiliares me refieren que es 

porque intenta quitarse los líquidos y traqueostomía pero que no ha estado 

agresivo ni agitado…” (cfr. fl. 191 cd. ppal), entonces, como se sabe, la primera 

labor corresponde a los médicos y la segunda corresponde al personal de 

enfermería, para evitar una caída de la cama o durante algún procedimiento. Y es 

que, si bien la sedación se cumplió a cabalidad por el personal médico, tal y como 

                                                           
3 El objetivo de los cuidados paliativos es ayudar a las personas con una enfermedad grave a sentirse mejor. 
Estos previenen o tratan los síntomas y efectos secundarios de la enfermedad (…) los tratamientos pueden 
incluir. Medicamentos, Orientación nutricional, Fisioterapia, Terapia ocupacional, Terapias integradoras. 
Texto tomado de la página de internet: www.medlineplus.gov/spanish/ency/patientinstructions/000536.htm 
 
 

http://www.medlineplus.gov/spanish/ency/patientinstructions/000536.htm
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se encuentra registrado en las órdenes médicas de la historia 

clínica; sin embargo, en la historia clínica no figuran los reportes de enfermería 

sobre las medidas o procedimientos practicados para inmovilizarlo, de donde se 

deduce que no se cumplió la orden médica de inmovilización del paciente, 

conducta omisiva que se carga en la cuenta de la parte demandada.  

 

3.6. Para el 13 de diciembre de 2012 la neuróloga insiste en una remisión a 

ortopedia y, cuando se le indagó a esta experta la razón por la cual solicitó esa 

interconsulta, señaló “…A folio 185 encuentro una nota que dice que, en cuidado 

intensivo, manifiestan que el paciente tiene edema o inflamación en la rodilla, 

y en cuidado intensivo habían solicitado la interconsulta a ortopedia…” (cfr. fl. 2 

vto. cd. 3). En efecto, el médico ortopedista Francisco Javier Monsalve, quien 

manifestó que lleva trabajando 21 años en el hospital demandado, y al haber 

atendido al paciente el 15 de noviembre de 2012, señala en forma categórica que, 

al ingreso del paciente no se registró ningún antecedente relevante del sistema 

musculoesquelético u osteomuscular en las extremidades del paciente (cfr. fl. 8 vto 

cd. 3) advirtiendo que “…Se determinó dicha deformación cuando pidieron la 

interconsulta por ortopedia y se solicitaron las radiografías, yo traje las radiografías 

de mostrar la alteración, donde se ve que la articulación está desplazada 

parcialmente, como especie de subluxación, por eso la parte lateral de la rodilla se 

ve como una especia de batea…”, así mismo, cuando fue indagado acerca de la 

luxación como una posible secuela de un accidente cerebrovascular indicó 

“generalmente no, y no hay reporte en la literatura.” (cfr. fl. 9 cd.3). 

 

A partir entonces de esa calenda -13 de diciembre de 2012- el plan de atención se 

centró en la rodilla derecha y, en la cadera del paciente, al punto que el mismo 

ortopedista escribió en la historia clínica que si bien tenía edema días atrás: “…pero 

movía su extremidad clínicamente, el paciente está fracturado sin historia del 

trauma…” (cfr. fl. 192 cd. ppal), posteriormente, a través de exámenes 

diagnósticos se obtuvo como hallazgo una luxación de la rodilla con tibia hacia 

posterior y lateral, rótula lateralizada y además se consigna un mal pronóstico de 

recuperación de la marcha (cfr. fl. 205 vto. cd ppal). 

 

3.7. De las anteriores pruebas se concluye que el 11 de noviembre de 2012, el 

señor Luis Horacio Montoya Montoya ingresó al servicio de urgencias de la 

Fundación Hospitalaria San Vicente de Paúl, con un diagnóstico de infarto cerebral 
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asociado a trombosis de arterias cerebrales, por lo que la mayor 

parte del tiempo estuvo bajo sedación, estuvo consciente, aunque en ocasiones, 

cuando se le retiraba la sedación se tornaba hiperactivo, se retiraban los líquidos 

endovenosos y mantuvo constante alteración psicomotora; por consiguiente, no 

cabe duda que el tratamiento giró en torno a esta patología, inclusive hasta el 13 

de diciembre de 2012, donde se le inició un plan de atención por ortopedia debido 

a una luxación de rodilla derecha, lo que trajo una limitación física adicional a la 

asociada al compromiso neurológico y de movilidad que padecía el paciente y que, 

sin lugar a duda, intervino negativamente en el proceso de rehabilitación del 

paciente. Del 15 de diciembre de 2012 en adelante, la constante en las anotaciones 

es deformidad de rodilla “…miembro inferior derecho con férula que inmoviliza 

rodilla en extensión, marcada limitación en la movilidad de la articular de la 

cadera…” (cfr. fl. 209 vto. cd ppal).  

 

3.8. Como puede verse, de la historia clínica que se estudia, resulta como hecho 

cierto y previsible la eventual ocurrencia de una lesión intrahospitalaria del 

paciente, por la naturaleza de la lesión cerebral que padecía, que hacía imperioso 

un apego estricto a los protocolos de inmovilización por parte del personal de 

enfermería, actos médicos no consignados en la historia clínica. Además, desde la 

ciencia médica, la luxación de rodilla se presenta por un impacto de alta energía y, 

con mayor razón, cuando queda deformada con sospecha de fractura, si no fue 

anotada al ingreso, es porque tal lesión necesariamente hubo de presentarse 

intrahospitalariamente, tanto así, que los días posteriores al 13 de diciembre de 

2012, la atención médica giró en torno a esa lesión, eso sí, con vigilancia por 

neurología.  

 

3.9. Por consiguiente, al aplicar la teoría o doctrina recogida en el anglicismo “res 

ipsa loquitur”4 (las cosas hablan por sí mismas), puede tenerse por probado que 

esas deficiencias están enlazadas causalmente con una lesión disímil al Evento 

Cerebro Vascular que aquejó al señor Montoya, que logró obstaculizar el proceso 

de rehabilitación que venía siendo brindado, haciendo más gravoso el estado de 

salud de lo que ya era, pues fue a partir de allí, que la historia clínica reporta no 

                                                           
4 La doctrina del «res ipsa loquitur» o «la cosa habla por sí misma» se aplica en aquellos casos en los que 

no se puede demostrar qué fue lo que provocó el daño pero, mediante el estudio de las circunstancias que 

lo rodearon, se puede llegar a deducir que ha sido por la negligencia o falta de acción de una persona. Es 

una doctrina que se ha aplicado bastante en el caso de los errores médicos. Procede del derecho 

anglosajón. Carlos Berbell (Tomado de la página de Internet Confilegal.com/20170111) 
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solo la inmovilización del miembro inferior derecho con férula, sino 

la inmovilidad permanente del paciente con un manejo continuo por ortopedia con 

ocasión de la “…deformidad en rodilla derecha (luxación de rodilla). Total 

dependencia en autocuidado…”  

 

Es a partir de estas líneas que se deduce, que el evento adverso en el que resultó 

lesionado el paciente, se debió al incumplimiento de los cuidados inherentes a la 

obligación de seguridad resultante del contrato hospitalario celebrado con el señor 

Horacio Montoya, riesgo de lesión que correspondía prevenirla al personal 

paramédico, pues su ocurrencia era previsible por la naturaleza de la condición 

neurológica del paciente y como el daño se presentó sin ninguna causa que lo 

justifique, es por lo que la responsabilidad médica de la demandada está 

demostrada y por eso será confirmada la sentencia en ese aspecto. 

 

4. El problema de los perjuicios. Como antes se dijo, la parte actora interpuso 

recurso de alzada con el objeto de que se elevara el monto de los perjuicios. Entre 

tanto, la entidad demandada, apunta a señalar que los traumatismos psíquicos y 

morales, los cuadros de depresión y el daño a la vida de relación reclamado, 

provienen del deterioro neurológico del paciente debido al grave evento cerebro 

vascular que tuvo y, desde que ingresó a la clínica ya era totalmente dependiente 

de sus familiares.  

 

Para la condena en perjuicios el tribunal parte de las siguientes consideraciones:  

 

4.1. Frente a la causa y magnitud de este perjuicio, la Corte Suprema de Justicia 

ha indicado  

 

“…Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el 

resarcimiento del daño moral no es un regalo u obsequio gracioso, tiene por 

causa el quebranto de intereses protegidos por el ordenamiento debe 

repararse in casu, con sujeción a los elementos de convicción y las 

particularidades de la situación litigiosa, según el ponderado arbitrio iudicis, sin 

perjuicio de los criterios orientadores de la justicia, en procura de una 

verdadera, justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero y 

compromiso ineludible de todo juzgador, (cas. civ. sentencia de 18 de 

septiembre de 2009, exp.20001-3103-005-2005-00406-01).” 
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El señor Luis Horacio Montoya Montoya, no era un hombre sano. 

Por el contrario, estaba gravemente enfermo, según la historia clínica, desde su 

ingreso, presentaba compromiso del lenguaje y las lesiones cerebrales 

pronosticaban un compromiso neurológico serio, a más que “…durante la estancia 

en el hospital el señor Luis Horacio, presentó un nuevo evento cerebro vascular, que es 

una alteración del ritmo cardiaco secundaria a un trastorno anatómico del corazón y que 

favorece que presenten coágulos de sangre que viajan a estructuras como el cerebro (…) 

Don Horacio quedó postrado en cama, quedó con un trastorno para deglutir, es decir, para 

alimentarse y con un trastorno completo de lenguaje, todas esas son secuelas de las 

lesiones del cerebro, requiriendo una sonda para alimentación y completa dependencia 

en la cama…” (cfr. fl. 2 vto. cd. 3). 

 

Contrario a lo que arguye la parte demandada, es irrebatible la materialización de 

este perjuicio y, aunque si bien es cierto que el rubro económico tiene una función, 

en esencia, satisfactoria y no reparatoria en toda su magnitud, pues, los medios de 

persuasión pueden demostrar su existencia, sin embargo, no lograrán comprender 

una dimensión patrimonial y menos exacta, frente al dolor de quien lo sufre, lo que 

hacía necesario sopesar el estado de salud del señor Montoya antes y después de 

producirse la luxación de rodilla, además que, para la fecha de ocurrencia del 

accidente, el paciente contaba con 74 años de edad y las secuelas neurológicas 

coinciden con los conceptos cuya indemnización se reclama.  

 

Ha de verse entonces que, si bien ese estado de salud ya era angustiante y 

reflejaba secuelas graves, no cabe duda que eso no impedía que latiera en él, ese 

sentimiento negativo por tener que enfrentar una luxación en su rodilla derecha 

que sobrevino a raíz de que no se le garantizara la vigilancia, el cuidado 

permanente y adecuado, lo que, sin duda, genera un sentimiento de frustración, 

zozobra y desesperanza en su pronóstico, por ver obstaculizado o retrasado su 

proceso de rehabilitación, ya de por sí dificultoso, por consiguiente, se estima que 

la suma reconocida por el a quo no se compadece de ese perjuicio moral padecido 

por el paciente en su estancia intrahospitalaria, considerándose entonces 

razonable aumentar el monto a 20 smlmv, para atemperarlo o morigerarlo, ello, 

teniendo en cuenta que la lesión de rodilla no dejó de ser una concausa que agravó 

el estado de salud que impedía la movilidad del paciente. En este punto se 

modificará la sentencia recurrida. 
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4.2 Sobre el daño a la vida de relación. En efecto, para el 

tribunal no es correcta la decisión del señor juez de reconocer este rubro al actor, 

por las siguientes razones: Acerca del perjuicio inmaterial del daño a la vida de 

relación la H. Corte Suprema de Justicia, recordó que: 

 

“…El daño a la vida de relación se erige, por tanto, como una categoría propia 

y distinta tanto del daño patrimonial y del perjuicio moral. Este daño, que en 

nuestra jurisprudencia ha adquirido un cariz autóctono, ajustado a las 

particularidades de nuestra realidad social y normativa, “se configura cuando 

el damnificado experimenta una minoración sicofísica que le impide o dificulta 

la aptitud para gozar de los bienes de la vida que tenía antes del hecho lesivo, 

y como consecuencia de éste”. (Ramón Daniel PIZARRO. Daño moral. Buenos 

Aires: Edit. Hammurabi, 1996. Pág. 73) 

 

La sola privación objetiva de la posibilidad de realizar actividades cotidianas 

como practicar deportes, escuchar música, asistir a espectáculos, viajar, 

departir con los amigos o la familia, disfrutar el paisaje, etc., comporta un daño 

a la vida de relación que debe ser resarcido. 

 

Este perjuicio –se reitera– se concibe de manera autónoma y completamente 

diferenciada del patrimonial o del estrictamente moral. En tal sentido esta Corte 

ha aclarado: “es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos 

límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la 

afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido 

amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, 

excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño –patrimonial o 

extrapatrimonial– que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con 

éstos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto 

que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la 

reparación integral ordenada por la ley y la equidad…” (Sentencia de Casación 

Civil de 13 de mayo de 2008. Exp.: 1997-09327-01)5” 

 

Obviamente, que para su reconocimiento se requiere que ese hecho deba estar 

probado, para lo cual se cita la Línea jurisprudencial que ha sido reiterada por la 

Alta Corporación Judicial, con ponencia del Magistrado Arturo Solarte Rodríguez6, 

veamos: 

                                                           
5 Corte Suprema en la SC del 9 de diciembre del 2013, con ponencia de Ariel Salazar Ramírez (Ref.: 88001-31-03 001-
2002-00099-01) 
6 Corte Suprema de Justicia Sala Civil. M.P. Arturo Solarte Rodríguez Exp. 1011 del 28 de febrero del 2013 
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“Al respecto, tiene dicho la Corte que “como una cosa es la prueba 

del daño, es decir, la de la lesión o menoscabo del interés jurídicamente 

protegido, y otra, distinta, la prueba de su intensidad, es lógico que, para poder 

establecer la cuantía del perjuicio, necesariamente debe existir certeza sobre 

su existencia, para así entrar a avaluarlo. Desde luego que la falta de la prueba 

del quantum de ese perjuicio corresponde suplirla a los juzgadores de 

instancia, cumpliendo con el deber de decretar pruebas de oficio, tal como lo 

ordena el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, precepto éste que 

vedó, como principio general, las condenas en abstracto o in genere y, por 

ende, la absolución por la falta de determinación de una condena concreta” 

(Cas. Civ., sentencia del 3 de marzo de 2004, expediente No. C-7623). 

 

Incluso, la jurisprudencia reiterada de esta Corporación ha señalado que es 

posible acudir a la equidad para determinar el monto del daño, en aquellos 

casos límite, en que, habiéndose acreditado el perjuicio patrimonial, la 

determinación de su cuantía se torna extremadamente difícil, no obstante, el 

cumplimiento de las cargas probatorias por la parte demandante. Al respecto 

se ha expresado que “[c]on referencia específica al invocado principio de la 

equidad, vale la pena recordar, además, con apego a numerosos contenidos 

doctrinarios, jurisprudenciales y, por supuesto, normativos, que no obstante las 

consecuencias inherentes al ejercicio de la delicada carga probatoria atrás 

aludida, hay casos en que sería injusto no concretar el valor de la 

indemnización so pretexto de que a pesar de estar demostrada la existencia 

del daño, su cuantificación no ha sido posible, pues ante esta circunstancia, el 

juez, además de estar impelido a usar las facultades oficiosas que en materia 

probatoria ponen a su alcance las normas procesales, ha de acceder a criterios 

de equidad que le impiden soslayar los derechos de las víctimas” (Cas. Civ. 5 

de octubre de 2004. Exp. 6975).” 

 

En el evento que se juzga, al analizar el acopio probatorio pertinente, se observa 

entonces que el actor no probó que su vida familiar y social -ésta en particular-, se 

haya afectado en detrimento de la calidad de la misma, al extremo que la luxación 

de rodilla y que no el infarto cerebral, le impidiera ejercitar sus actividades 

normales y corrientes, a más de restringirle el goce de todo aquello que antaño 

hacía, como salir a caminar, pasear o realizar actividades lúdicas, razones por las 

cuales no es posible reconocer el perjuicio reclamado, ya que de por sí tenía 

reducida su movilidad y por esa razón no es posible admitir que haya existido un 

daño a la vida de relación, razón potísima para denegar dicho perjuicio.  
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No puede acompañarse el argumento del a-quo, que encontró 

probado este perjuicio fundado en que el señor Montoya tenía la posibilidad de 

mover su pierna pese al deterioro neurológico, pues “el denominado ‘daño a la vida 

de relación’ (…) tiene una entidad jurídica propia y, por ende, no puede confundirse con 

otras clases de agravios que posean alcance y contenido disímil, ni subsumirse en ellos” 

(CSJ, SC del 20 de enero de 2009, Rad. n.° 1993-00215-01), por consiguiente, 

debía demostrarse, qué actividades sociales no pudo seguir realizando y por qué 

razón, si por la luxación de rodilla o por secuelas cognitivas, físicas y 

comportamentales secundarias al infarto cerebral que sufrió, tampoco indicó qué 

actividades placenteras les resultan imposibles disfrutar y por qué... los testigos 

que allega el actor, Abraham de Jesús Duque Sánchez y Luis Gabriel Zapata 

Ospina, no dan cuenta de este específico punto, pues, no son claros, ni tienen la 

idoneidad para detallar si el señor Montoya no volvió a salir a caminar por causa 

del derrame cerebral o por la luxación de rodilla, por esta ausencia de prueba, no 

se accederá a esta petición del apelante. 

 

4.3. Por último, tampoco puede atenderse el argumento del apelante, consistente 

en que el monto reconocido “…no alcanza a cubrir ni siquiera a sufragar todo lo 

que han tenido que sufragar sus familiares en su manutención, alimentación, 

médicos enfermeras medicinas, desplazamientos etc.…”, pues bien debe saber la 

parte demandante apelante que estos rubros y erogaciones son admisibles bajo el 

concepto de daño emergente, para cuyo reconocimiento debió probarse que los 

gastos tuvieron hontanar en un tratamiento médico específico, para que, se pudiera 

inferir de manera razonable, que esas erogaciones, en verdad se produjeron para 

contrarrestar el hecho dañoso, pero, lo fundamental, es que debieron solicitarse en 

la estructura pretensional de la demanda, empero, como así no se hizo, entrar a 

elucubrar sobre el punto, conllevaría la irrupción en el vicio de la incongruencia. 

 

5. Colofón de lo expuesto, habrá de confirmarse parcialmente la sentencia que por 

vía de apelación se revisa, con la respectiva modificación para revocar el 

reconocimiento de los perjuicios de daño a la vida de relación, vertida en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley,  
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IV. FALLA  

 

PRIMERO: Se CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juez 

Cuarto Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, el pasado trece (13) de 

marzo de 2015, para, en su lugar, MODIFICAR el numeral quinto de la siguiente 

manera:  

 

AUMENTAR a $20 smlmv, la condena por concepto de perjuicio moral a favor del 

señor Luis Horacio Montoya y a cargo de la Fundación Hospitalaria San Vicente de 

Paúl. 

 

REVOCAR lo que concierne al reconocimiento del daño a la vida de relación, 

denegándolo, de acuerdo con lo expuesto en el respectivo acápite motivacional de 

esta providencia. 

 

En lo demás, la decisión censurada permanece incólume. 

 

SEGUNDO: Sin lugar a CONDENAR en costas por el trámite de segunda instancia 

al no aparecer causadas. 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, devuélvase el expediente al 

Juzgado de origen 

 

      CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE, 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada    

 
    

                                                                     
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 
 


